
	

	
	
	
  

Juicio de Amparo  

 

Es un medio de control constitucional cuyo objeto plantea la resolución de 

controversias entre normas generales y actos u omisiones de autoridades que 

contravengan o vulneren los derechos humanos o restrinjan la soberanía de los Estados 

o la Federación y sus esferas de competencias. 

 

El amparo es un sistema de defensa de la Constitución y de los derechos humanos de 

tipo jurisdiccional que se tramita en forma de juicio, cuya finalidad es declarar la 

nulidad del acto que se reclama y la reposición del quejoso en el goce del derecho 

vulnerado. 

 

La nueva regulación secundaria en materia de amparo, publicada en abril de 2013, 

dispuso entre otros aspectos, la protección de los derechos humanos, incorporó el 

concepto de interés legítimo y extendió los efectos generales del amparo para el caso 

de la Declaratoria General de Inconstitucionalidad, con excepción de lo relativo a 

normas tributarias. Preservó los principios rectores respecto de instancia de parte 

agraviada, así como el de definitividad por el que el quejoso deberá agotar 

previamente todos los recursos ordinarios previstos en la ley, el de estricto derecho y 

de suplencia de la queja, a partir de los cuales la autoridad que conozca del juicio 

deberá suplir la deficiencia de los conceptos de violación o agravios, la relatividad de 

la sentencia, conocida también como “Fórmula Otero”, aunque con algunas 

adecuaciones, como se desprende del mecanismo denominado Declaratoria General 

de Inconstitucionalidad. 

MEDIOS DE JUSTICIA CONSTITUCIONAL 



	

La tramitación del Juicio de Amparo se ejercita tomando en consideración la naturaleza 

del acto que se pretende reclamar. La ley de la materia prevé dos vías: Amparo Directo, 

el cual procede en contra de sentencias definitivas, laudos y resoluciones que pongan 

fin al juicio y el Amparo Indirecto, que procede en contra de normas generales, actos 

u omisiones cometidos dentro, fuera o después de concluido un juicio, contra actos u 

omisiones de autoridades administrativas, contra actos de autoridad que no tengan el 

carácter de sentencias definitivas, así como contra actos en el procedimiento que sean 

de imposible reparación, entre otros. 
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